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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad.

BOLETINES NÚMEROS 7.025-31 y 7.855-13, refundidos.
____________________________________

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de las Diputadas Andrea Molina Oliva, Claudia Nogueira Fernández y Marisol Turres Figueroa y de la ex Diputada Mónica Zalaquett Said, de los Diputados Gustavo Hasbún Selume, Patricio Melero Abaroa, Jorge Sabag Villalobos, Felipe Ward Edwards, y de los ex Diputados Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Gonzalo Uriarte Herrera (Boletín N° 7.025-31), y en moción de la Diputada Andrea Molina y de las ex Diputadas María Angélica Cristi Marfil, María Antonieta Saa Díaz y Mónica Zalaquett Said, de los Diputados, Fuad Chahin Valenzuela, Fidel Espinoza Sandoval, Carlos Abel Jarpa Wevar, Jorge Sabag Villalobos y Víctor Torres Jeldes y del ex Diputado Enrique Accorsi Opazo (Boletín N° 7.855-13). A su respecto se hizo presente la urgencia “suma”. Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de abril de 2015.
NORMAS DE QUÓRUM


El artículo 45 de la ley N° 20.422, que se reemplaza por la letra b) del artículo 1° del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional al consagrar cupos de trabajo preferentes para las personas con discapacidad y establecer un modo diferente de ingreso a los órganos de la Administración del Estado, al Congreso Nacional, al Poder Judicial, al Ministerio Público, al Tribunal Constitucional, al Servicio Electoral y a la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, en vinculación con los artículos 38, 55, 77, 84, 92, 94 bis y 95 de la Carta Fundamental. Requiere para su aprobación del voto conforme de los 4/7 de los Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.

Por su parte, el párrafo sexto que se agrega a la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, por el artículo 6° del proyecto de ley tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley Fundamental, al establecer la obligación de reserva y secreto de la información a que accedan las Subsecretarías del Trabajo y de Previsión Social y su personal. Requiere el voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, al tenor de lo consignado en el inciso tercero del artículo 66 anteriormente mencionado. 

Oportunamente, se envió oficio N° T/49/2016 a la Excelentísima Corte Suprema, para recabar su opinión –en lo que le atañe- respecto del artículo 45 de la ley N° 20.422, que se reemplaza por la letra b) del artículo 1° del proyecto de ley despachado por la Comisión.
-------
ASISTENCIA


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley en particular asistieron, además de sus integrantes, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, la Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera; el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta Olivares, acompañada por el Jefe de Estudios, señor Gonzalo Cid; la Jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, la Jefa de Estudios, señora Lorena Flores, la asesora de la Unidad de Estudios Laborales, señora Fernanda Terminel y las asesoras señoras Andrea Bórquez y Rocío Sabanegh, el coordinador legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco del Río Correa y el asesor señor Claudio Fuentes; el Fiscal del Ministerio de Desarrollo Social, señor Jaime Gajardo acompañado por el abogado señor Pablo Zenteno y la asesora señora Claudia Neira; el jefe de gabinete del Director Nacional y Fiscal subrogante del Servicio Nacional de la Discapacidad, señor Carlos Pinto; la Directora Nacional subrogante del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), señora Viviana Ávila, acompañada por el abogado señor Claudio Castro; el Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, señor Pedro Goic Boroevic; el asesor del Director del SENCE, señor Sebastián Maturana, y el asesor señor Ariel Meller; el asesor legislativo de la Ministra de Salud, señor Pablo Ríos Ciaffaroni; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado y el asesor del mismo Ministerio, señor Alejandro Fuentes; el Director, la abogada y el asesor del Instituto Igualdad, señor Roberto Santa Cruz, señora Mariluz Valdés y señor Sebastián Divín, respectivamente; el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, acompañado –en una oportunidad- por la investigadora, señora Yazmín Zaror y la pasante, señora Ana Lucía Nava; el asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Felipe Rössler; el asesor del Centro Democracia y Comunidad, señor Pedro Mayorga. Asesores parlamentarios: de la Senadora señora Muñoz, la periodista señora Carmen Gloria Salazar y el asesor señor Luis Díaz; de la Senadora Carolina Goic los señores Gerardo Bascuñán y Juan Pablo Severín; del Senador Letelier el señor José Fuentes; del Senador Allamand el señor Marcelo Soto. Además, estuvieron presentes los periodistas y los fotógrafos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señores Mauricio Álvarez, Pablo Trujillo y Javier Aguilar y José Antonio Molina y Pablo Yovane, respectivamente; la periodista del Ministerio de Desarrollo Social, señora Pilar Zamora y el periodista del Diario Financiero, señor Narayan Vila.

Especialmente invitados concurrieron a la sesión celebrada el 6 de julio de 2016, el Director General de la Fundación ADECCO, señor Francisco Martínez Domene, el Director General de la Fundación & RSE Adecco Iberia y América Latina, señor Francisco Mesonero Fernández de Córdoba, acompañados de la Jefa de Responsabilidad Social Empresarial y Bienestar, señora Suyin Palma Muñoz y la ganadora del concurso “CEO, Chief Executi-ve Officer for one Month”, señorita Natalia Palma.


El Diputado señor Jaime Pilowsky Greene asistió a la sesión efectuada el 17 de agosto de 2016.

 
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: todos fueron objeto de indicaciones.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 a); 13.
3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 4 a); 9; 10; 11; 12; 14; 15; 16; 17 y 18.
4.-
Indicaciones rechazadas: 1; 2; 3; 4; 5; 6; 7; 8 (formuladas por el Senador señor Navarro).
5.-
Indicaciones retiradas: 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ------

-------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

 
El texto aprobado en general por el Senado, que es el mismo que despachó la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, dice relación con las siguientes materias:

 
-Establecer la obligación para las unidades laborales del sector público o privado de reservar al menos el 2% de sus puestos de trabajo a personas que posean alguna discapacidad física, mental o sensorial de carácter temporal o permanente.


-Dar prioridad en las licitaciones de la administración del Estado a los postulantes que sean empleadores de personas con discapacidad y excluir de las contrataciones a quienes hayan sido condenados por discriminación por causa de discapacidad.
CONSTANCIA DE HABER TENIDO EN CONSIDERACIÓN EL CONTENIDO DE OTRAS INICIATIVAS
 
La Comisión de Trabajo y Previsión Social dejó constancia haber tenido en consideración, durante la discusión en particular, el proyecto de ley, iniciado en moción de las Senadoras señoras Goic, Allende y Muñoz, correspondiente al Boletín N° 9.394-13, cuya finalidad principal es modificar el Código del Trabajo para incorporar la discapacidad como causal de discriminación en el empleo y la ocupación, quedando sujetos los actos discriminatorios al procedimiento de tutela laboral. Asimismo, se contempla establecer la obligación para las empresas que cuenten con más de cincuenta trabajadores de contratar un porcentaje de personas con discapacidad (2%).
 
Asimismo, la Comisión tuvo a la vista el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Chahuán y Prokurica, correspondiente al Boletín N° 10.737-13, que propone modificar el artículo 44 de la ley N° 20.422, para consagrar que las empresas y demás entidades empleadoras que constituyan fuentes laborales deben reservar como mínimo un 5 % de sus puestos de trabajo para las personas que sean discapacitadas y que tengan las aptitudes para desempeñar un puesto de trabajo en dichas entidades. Corresponde señalar que esta iniciativa ingresó a tramitación en el Senado el 8 de junio de 2016.
EXPOSICIÓN DEL REPRESENTANTE DEL INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO


La Comisión de Trabajo y Previsión Social, en sesión de 11 de mayo de 2016, escuchó los planteamientos del abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, quien hizo referencia a estudios internacionales de la Organización Internacional del Trabajo y otras entidades que advierten la deuda que se tiene con cierto tipo de trabajadores, a los cuales no les está llegando la cobertura del trabajo en la medida esperada y ellos son las personas que presentan distintas formas de discapacidad.

Continuó diciendo que la Organización Mundial de la Salud señala que existen mil millones de personas con diversos grados de discapacidad, correspondiendo al 15 % de la población mundial, motivo por el cual se han suscrito una serie de convenios –incluso recomendaciones de la OIT-, aunque centrados en el tema de la discriminación, quedando en minoría el incentivo o fomento a la contratación y a la capacitación de personas en situación de discapacidad.

Mencionó la Recomendación 168, del año 1983, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas, que habla de medidas apropiadas para crear oportunidades de empleo en el mercado regular del empleo, incluidos incentivos económicos para alentar a los empleadores a proporcionar formación y empleo subsiguiente a las personas inválidas, así como a adaptar, dentro de límites razonables, los lugares de trabajo, la estructuración de las tareas, las herramientas, la maquinaria y la organización del trabajo para facilitar tal formación y empleo.
 
Destacó la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, del año 2006, ratificada por Chile y publicada como ley el año 2008, que regula los ámbitos en que las personas con discapacidad pueden verse involucradas, sea la educación, el empleo, la salud, el ejercicio de los derechos políticos, la discriminación y otros.

De acuerdo con el Censo efectuado el año 2012, indicó que en nuestro país dos millones ciento diecinueve mil trescientos dieciséis personas cuentan con algún grado de discapacidad, entendiéndose no solo la discapacidad física, sino que también la discapacidad sensorial, intelectual y mental.

Advirtió que dentro de ese número de personas no todas pueden desarrollar un trabajo remunerado y el 58,3% tiene entre 15 y 65 años, de los cuales el 33, 4% ejerce alguna labor remunerada.


Respecto de las políticas nacionales en esta materia, recordó que el Código del Trabajo contiene disposiciones sobre la discriminación en materia laboral, aceptándose solamente distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado. Por otro lado, la ley N° 20.422 sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas en situación de discapacidad, tiene como objetivo implementar la Convención antes aludida. Asimismo, indicó que existe la posibilidad de vincular a este tipo de trabajadores con los contratos de aprendizaje, con determinadas características adecuadas a dicha situación.

También detalló que existen bonificaciones, derivadas del programa de aprendices del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, que se subsidian con el 50% de un ingreso mínimo durante un año.

Añadió que el Servicio Nacional de la Discapacidad tiene como líneas de acción, el empleo dependiente, el empleo independiente, el sello inclusivo y la instalación de la variable discapacidad en los distintos ámbitos públicos y privados para la inclusión.


En cuanto al empleo dependiente, el SENADIS opera por medio de las bolsas de empleo en las municipalidades; el empleo independiente dice relación con fondos para el micro-emprendimiento; el sello inclusivo consiste en otorgar un reconocimiento a las empresas que posibilitan la contratación de trabajadores en situación de discapacidad y la instalación de la variable de discapacidad es un tema de promoción.

Opinó que todo lo explicitado pareciera no ser suficiente, por los resultados que se observan, tal es así que el Fondo Nacional de Proyectos del SENADIS no contiene asignaciones relativas a empleos, sino que los dineros se han utilizado en educación y en salud.

Sin embargo, indicó que el informe de desarrollo social del año 2015, emitido por el Ministerio de Desarrollo Social, explicita como desafío del Servicio Nacional de la Discapacidad la inclusión de la variable discapacidad en otros tipos de programas, como el Capital Semilla o el Capital Abeja y la formación empresarial, medida que es atendible, porque no se puede considerar a las personas en situación de discapacidad solamente como trabajadores dependientes.


Seguidamente, comentó que el artículo 45 de la ley N° 20.422 se refiere a un derecho de selección preferente en la administración pública, referido a una persona en situación de discapacidad, disposición que no es aplicada, porque no se ha dictado el reglamento para su implementación en el sector público.

El abogado asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, manifestó que el sistema de cuotas acompañado de tasas consiste en exigirle al empleador el cumplimiento de un determinado porcentaje, sujeto a sanciones si ello no ocurre. Otro sistema no incluye sanciones efectivas, pero sí excluirlo de la publicidad como empresa que entrega trabajo a personas con discapacidad.

Agregó que en Argentina existe un sistema de cupos, el que consiste en que un trabajador que presente algún grado de discapacidad y postule a un trabajo tiene derecho a exigir el cumplimiento de un cupo legal.


Continuó diciendo que en el sistema de cuotas no existen criterios uniformes para determinar el porcentaje, por ejemplo en Italia es un 15% y en España un 2%. Tampoco se consideran variables como la territorialidad, dado que en algunas zonas geográficas los porcentajes de personas en situación de discapacidad es mayor, lo que dice relación con el giro de la empresa, por ejemplo una flota de taxis, o con el tamaño de la empresa.

Observó también el sistema de cuotas desde la perspectiva de la estigmatización que representa, porque se transforma en una carga para la empresa y además la imposición de una cuota produce que el empleador cumpla con el mínimo, desincentivando la generación de empleo referido a las habilidades que posean las personas en situación de discapacidad.

Añadió que el sistema de cuotas tampoco considera la integración social efectiva, que escapa del ámbito de los empleadores y que se vinculan con las facilidades de desplazamiento, con la capacitación, con la existencia de subsidios dirigidos a las personas con discapacidad y con el trabajo por cuenta propia.

Finalmente, manifestó que las propuestas del Instituto Libertad y Desarrollo son las siguientes: adaptabilidad laboral que genere ajustes que les permitan ingresar al mundo laboral, como contratos rotatorios, jornadas interrumpidas, teletrabajo y trabajo con ayuda. Asimismo, el establecimiento de un subsidio al empleo, capacitación y fondos de emprendimiento concursables.
EXPOSICIÓN DEL DIRECTOR GENERAL DE LA FUNDACIÓN & RSE ADECCO IBERIA Y AMÉRICA LATINA


La Comisión de Trabajo y Previsión Social, en sesión de 6 de julio de 2016, escuchó los planteamientos del señor Francisco Mesonero Fernández de Córdoba, quien se refirió a la discapacidad y empleo en el modelo español.


Inició sus palabras diciendo que mil millones de personas en el mundo viven con alguna discapacidad, que corresponde a la suma de las poblaciones de Europa y de los Estados Unidos. De tal cifra, ciento diez millones tienen dificultades muy significativas de funcionamiento y ciento noventa millones sufren discapacidades graves.

En España, indicó, existen 3,85 millones de personas con certificado de discapacidad, de los cuales 1,5 millones están en edad laboral, 536 mil personas tienen trabajo o lo buscan y 132 mil personas no lo tienen.


En lo que respecta a la discapacidad y la formación educativa, en España el 65% de los discapacitados posee educación básica, 15% bachillerato, 13% formación profesional y un 6% formación universitaria.


La ley general de los derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social en España establece para las empresas públicas y privadas, con una plantilla superior a 50 trabajadores, la obligación de contratar a un número de trabajadores con discapacidad no inferior al 2%. 

Puntualizó que el sistema de cuotas se ha demostrado insuficiente tanto en la administración pública como en las empresas privadas, por lo que se modificó la ley para posibilitar recurrir a medidas alternativas a la cuota del 2%. Dichas medidas pueden consistir en destinar un importe en centros especiales de empleo, una donación destinada a la inserción laboral y creación de empleo de personas con discapacidad o constituir un enclave laboral (externalización pero en el espacio físico de la empresa), previa suscripción del correspondiente contrato con un centro especial de empleo.

Finalmente, explicó que la misión de la Fundación que representa es lograr un empleo para todos, mediante un itinerario de largo recorrido para lograr la integración en el mercado laboral, desarrollando las competencias básicas necesarias de las personas, creando empresas inclusivas que apuestan por la diversidad y el talento sin etiquetas.

LA SALA FIJÓ UN TERCER PLAZO DE INDICACIONES


Corresponde consignar que en los plazos fijados inmediatamente después de haberse aprobado en general el proyecto, se formularon ocho indicaciones por el Senador señor Navarro.

En el tercer plazo formularon indicaciones la Presidenta de la República y las Senadoras señoras Goic y Muñoz y el Senador señor Letelier.
 
En sesión de 3 de agosto de 2016, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, efectuó una presentación de las indicaciones del Ejecutivo que modifican diversas disposiciones contenidas en el texto aprobado en general por el Senado.

 
Al efecto, afirmó que dichas propuestas recogen las observaciones de entidades con competencia en materias relativas a igualdad de oportunidades e inclusión en el empleo. En ese sentido, detalló que éstas apuntan, en general, a la creación de un sistema de inclusión laboral para personas en situación de discapacidad en el sector público y privado. 
 
Con dicha finalidad, pretenden fomentar la contratación y evitar la ocurrencia de prácticas discriminatorias, mediante la inclusión de personas en situación de discapacidad y asignatarias de pensión de invalidez, cualquiera sea el régimen previsional al que se encuentren adscritos. 

 
Asimismo, detalló que se propone un sistema de evaluación permanente de la ley y se establecen medidas alternativas de cumplimiento de sus propósitos, las que podrán operar en casos fundados y debidamente calificados.

 
Finalmente, agregó que la iniciativa pretende enmarcarse dentro de un sistema complementario de inclusión laboral, considerando las funciones que realiza el Servicio Nacional de Capacitación mediante el programa Más Capaz, el Servicio Nacional de la Discapacidad, las Oficinas Municipales de Intermediación Laboral, el Fondo de Solidaridad e Inversión Social y las estrategias de desarrollo local inclusivo, entre otros planes y programas.
PRONUNCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RESPECTO DE LAS INDICACIONES PRESENTADAS AL TEXTO APROBADO EN GENERAL

ARTÍCULO 1°
MODIFICA LA LEY Nº 19.886, DE BASES SOBRE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE SUMINISTRO Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS

Este artículo en su texto aprobado en general prohibía la contratación con la administración del Estado a quienes hubieran discriminado por causa de discapacidad. Además, consagraba la preferencia a los postulantes a la contratación pública que fueran empleadores de personas con discapacidad y la preferencia en la adjudicación de los contratos a favor de empresas, públicas o privadas, que tuvieren en sus plantillas de trabajadores un número de discapacitados igual o superior al 2%.
INDICACIÓN NÚMERO 1 a) PARA SUPRIMIR EL ARTÍCULO 1° APROBADO EN GENERAL

La Presidenta de la República hizo presente la indicación número 1 a), para suprimir el artículo 1° aprobado en general.
 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, explicó que la indicación apunta a evitar una afectación del principio de tipicidad penal, toda vez que el texto que se pretende introducir en el artículo 4° de la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, contempla una conducta que carece de la especificidad propia de dicho ordenamiento. 
 
Asimismo, sostuvo que el texto aprobado en general por el Senado no contempla la creación ni la mantención de un registro unificado de condenas. Por otra parte, añadió que la exclusión del sistema de compras públicas afectaría preferentemente a las empresas de menor tamaño, lo que no resulta adecuado considerando que la propuesta apunta a operar respecto de empresas o servicios públicos que cuenten con más de 200 trabajadores.

 
Por otra parte, afirmó que el artículo 23 del reglamento de la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, contempla una preferencia en favor de aquellas empresas que, entre determinados criterios y ponderaciones que se asignen a los oferentes, faciliten la contratación de personas en situación de discapacidad o de vulnerabilidad social o promuevan otras materias relacionadas con el desarrollo inclusivo. Asimismo, agregó que dicho principio se encuentra contenido en la Directiva N° 17, de la Dirección de Compras y Contratación Pública, relativa a las instrucciones para realizar contrataciones públicas inclusivas y que promuevan la igualdad de oportunidades en el mercado público.

 
Añadió que la norma contenida en el texto aprobado en general por el Senado contiene un propósito o finalidad sin especificar adecuadamente las medidas que aseguren su cumplimiento, a diferencia del sistema de cuotas que, tratándose del sector público, contempla la indicación 4 a).

 
-Puesta en votación la indicación 1 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

ARTÍCULO 1°

Número 2)

Inciso tercero propuesto


El texto aprobado en general consagraba la preferencia a los postulantes a la contratación pública que fueran empleadores de personas con discapacidad y la preferencia en la adjudicación de los contratos a favor de empresas, públicas o privadas, que tuvieren en sus plantillas de trabajadores un número de discapacitados igual o superior al 2%.

.
INDICACIONES NÚMEROS 1, 2 Y 3

 
El Senador señor Navarro presentó las indicaciones números 1, 2 y 3 para reemplazar el guarismo “2” por “3” o “2” por “4” o “2” por “5”.


-Puestas en votación las indicaciones números 1, 2 y 3 fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín, dada la decisión favorable adoptada respecto de la indicación número 1 a).
INDICACIÓN NÚMERO 4
 
El Senador señor Navarro formuló la indicación número 4, para intercalar el siguiente inciso cuarto en el artículo 6° de la ley N° 19.886, en relación al porcentaje de personas con discapacidad que figuren las plantillas de trabajadores:

 
“Cuando del cálculo resulte un número decimal, siempre se debe corregir al alza hasta llegar al próximo número entero.”.

-Puesta en votación la indicación número 4 fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín, dada la decisión favorable adoptada respecto de la indicación número 1 a).

ARTÍCULO 2°
Artículo 44 bis

El texto aprobado en general proponía incorporar un artículo 44 bis, nuevo en la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Dicho artículo 44 bis estipulaba la obligación para toda unidad laboral, sea del sector público o privado, de reservar al menos el 2% de sus puestos de trabajo para trabajadores que siendo idóneos para la función poseyeran alguna discapacidad.
INDICACIÓN NÚMERO 4 a) PARA SUSTITUIR EL ARTÍCULO 2° APROBADO EN GENERAL

La Presidenta de la República presentó la indicación número 4 a), para sustituir el artículo 2°, que pasa a ser artículo 1°, introduciendo una serie de modificaciones a la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

1) La primera modificación consiste en reemplazar el epígrafe del Párrafo 3° del Título IV de la ley N° 20.422, que se denomina “De la capacitación e inserción laboral” por uno que diga “De la inclusión laboral y de la capacitación”.


-Puesta en votación esta primera modificación, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.


2) La segunda enmienda tiene como objetivo reemplazar el artículo 45, que dispone la selección preferente de personas con discapacidad en los procesos que lleven a cabo la administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, entregando a un reglamento la forma en que los organismos de la administración del Estado den cumplimiento a tal disposición. Para el Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público se establece que dichas instituciones determinarán la forma de cumplir la obligación.

El artículo 45 que se propone agrega al Tribunal Constitucional, al Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley.

En las instituciones que tengan una dotación anual de 200 o más funcionarios o trabajadores al menos un 1% de la dotación anual deberán ser personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.


Respecto de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería la obligación del 1% considerará sólo al personal civil.

Corresponderá al jefe superior o jefatura máxima adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de dicha obligación. En caso de no poder darle cumplimiento, deberán remitir un informe fundado a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad.

-------

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, explicó que la propuesta del Ejecutivo apunta a instaurar un sistema de inclusión laboral para personas con discapacidad en el sector público, recogiendo las diversas iniciativas de ley que se encuentran en tramitación. Al efecto, dicha propuesta incorpora, en el régimen de cuotas que propone, a las personas en situación de discapacidad e invalidez, sin importar el régimen previsional al que se encuentren adscritos. 

 
Asimismo, detalló que se propone un sistema de elección preferente para aquellas personas que se encuentren en tal condición, y amplía su ámbito de aplicación respecto del sector público, al incluir a la Justicia Electoral y a los demás tribunales especiales creados por ley. Para cumplir con dicha finalidad, explicó que el sistema de fiscalización y supervigilancia se encontrará radicado ante la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad.

 
En cuanto a la cuota laboral equivalente al 1% de la dotación anual de las instituciones que cuenten con 200 o más funcionarios o trabajadores, aseveró que se trata de una disposición que avanza en el establecimiento de una cultura laboral que favorece el ingreso igualitario de los trabajadores al mundo laboral, evitando una serie de hipótesis de discriminación que se verifican actualmente. Con dicho propósito, detalló que la propuesta contiene, en la indicación 12, un sistema de evaluación del cumplimiento de dichas disposiciones.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que las normas vigentes establecen, de modo genérico, la obligación de promover el ingreso al trabajo de personas en situación de discapacidad, en los términos del artículo 45 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Con todo, afirmó que dicha norma establece la necesidad de dictar un reglamento que debe determinar la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición, el que a la fecha no se ha dictado, afectando la aplicación de dicha normativa.

 
Por otra parte, en cuanto a la dotación mínima requerida para implementar la normativa, consultó si ésta incluye al personal contratado bajo el régimen de honorarios. Asimismo, requirió información acerca del total de personas que hubieren recibido una certificación de su situación de discapacidad, y la forma en que operan los distintos tipos de certificación para efectos de implementar los programas existentes en la materia.

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, explicó que el reglamento dictado en la materia establece un sistema de selección preferente únicamente respecto del sector público. Con todo, afirmó que el Ejecutivo se encuentra analizando una serie de disposiciones de carácter reglamentario, las que serán tramitadas una vez que se verifique la entrada en vigencia de las disposiciones contenidas en la iniciativa en estudio.

 
Seguidamente, afirmó que las normas que contiene el proyecto sólo serían aplicables a los funcionarios contratados bajo el régimen de planta y contrata, toda vez que, respecto de aquellos que operan por contratos a honorarios, existe la necesidad de su incorporación progresiva a los distintos servicios públicos, conforme al principio de estabilidad en el empleo.

 
Acerca de la calificación de las personas en situación de discapacidad, detalló que, en cada caso, opera un sistema de calificación que efectúa el Servicio Nacional de Discapacidad en el Registro Nacional de Discapacidad. En ese sentido, precisó que cerca de 239 mil personas se encuentran inscritas en dicho Registro, de los cuales cerca de 37 mil personas enteran cotizaciones y desempeñan actividades remuneradas. 
 
Asimismo, destacó que el Estudio Nacional de Discapacidad da cuenta de 1.663.000 personas en situación de discapacidad, entre 18 y 65 años de edad, de las cuales 533.000 padecen una discapacidad severa y 1.229.000, enfrentan algún grado de discapacidad leve a moderada.
 
El Senador señor Larraín subrayó que el universo de personas en situación de discapacidad en el país es mucho mayor que aquellas que se encuentran inscritas en dicho registro. Habida cuenta de ello, consultó respecto de la forma en que se compatibilizan ambos indicadores.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que se debe distinguir entre aquellas personas inscritas en el Registro Nacional de Discapacidad y el total de las que padecen algún grado de ésta. En ese contexto, indicó que las personas que se encuentran inscritas en dicho registro pueden acceder a una serie de beneficios sociales que operan en su caso.
 
El Senador señor Letelier sostuvo que la propuesta del Ejecutivo apunta a establecer una obligación únicamente respecto de servicios públicos de mayor tamaño, de modo tal que sólo podría promoverse la inclusión laboral en determinadas comunas del país o en sectores específicos de la función pública.

 
En ese contexto, advirtió que el porcentaje equivalente al 1% de la dotación anual resulta ser muy inferior a los requerimientos de las personas que se encuentran en situación de discapacidad, sobre todo considerando los requisitos que se establecen para que opere dicho instrumento.

 
Por otra parte, consultó acerca de los procedimientos para la inscripción y calificación en el Registro de Discapacidad, y el procedimiento de inscripción que opera respecto del Registro de Invalidez.

 
Finalmente, inquirió acerca de la noción de idoneidad profesional que establece la propuesta, los mecanismos de fiscalización y evaluación que operarán respecto del cumplimiento de la normativa, y la forma de implementación en aquellos servicios públicos que no cuentan con cargos vacantes en su estructura orgánica interna. Asimismo, en relación al inciso quinto propuesto, consultó en relación a los parámetros de determinación de la dotación anual de cada servicio. 
 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, informó que, en lo sucesivo, existirá un Registro Nacional de la Discapacidad y un Registro de Invalidez, el que incluirá a los afiliados de cualquier régimen previsional, debiendo ser remitido por los organismos previsionales y de seguridad social, en la forma que determine la Superintendencia de Seguridad Social.
 
Enseguida, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que la iniciativa considera la movilidad territorial de los trabajadores en distintas zonas urbanas, habida cuenta del distinto desarrollo productivo que existe en cada una de ellas. De ese modo, añadió que el proyecto contribuirá al cambio cultural que se requiere para favorecer la inclusión de las personas en situación de discapacidad.

 
En esa línea, manifestó que, en las empresas de menor tamaño, no existirá una obligación legal para la contratación de personas en situación de discapacidad, sin perjuicio de la necesidad de promover su inclusión mediante mecanismos que no importen la imposición de deberes excesivos para su funcionamiento.

 
En cuanto a la idoneidad para el ejercicio del cargo, aseveró que se trata de una noción de uso común en materia de selección de trabajadores o funcionarios, la que dice relación con el perfil específico del puesto de trabajo de que se trate. 

 
En lo que respecta a la evaluación del desempeño de los funcionarios, afirmó que operarán los mecanismos de evaluación individual e institucional que operan para todos los funcionarios públicos.

 
Respecto de los mecanismos de fiscalización, la Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berne Herrera, explicó que operarán las facultades de la Contraloría General de la República, la que deberá informar a la Dirección de Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad, particularmente en aquellos casos en que no pueda cumplirse el régimen de cuotas que propone la iniciativa.

 
La Jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, añadió que la propuesta resulta coherente con las disposiciones que confieren atribuciones al Servicio Nacional de Servicio Civil en materia del personal de los órganos del Estado.
 
La Senadora señora Goic consultó acerca de las razones que explican el considerar que un número de 200 trabajadores opere como requisito para aplicar las disposiciones que contiene la iniciativa.

 
El Senador señor Larraín afirmó que la calificación laboral requerida por la iniciación en estudio, junto al requisito relativo al tamaño de las o servicios públicos, dificulta la aplicación de la cuota que propone la iniciativa. Asimismo, consultó respecto de la necesidad de la inscripción en el Registro de Discapacidad como requisito previo a la contratación. 


 
La Senadora señora Muñoz aseveró que la propuesta distorsiona el avance cultural que el país ha experimentado en los últimos años en materia de inclusión, al restringir la aplicación de las cuotas únicamente a grandes empresas que cuenten con un alto número de trabajadores.

 
Asimismo, consultó sobre la compatibilidad entre el funcionamiento del sistema de alta dirección pública y la selección de trabajadores en situación de discapacidad.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que para certificar el cumplimiento de la obligación que propone la iniciativa, debe atenderse al número de personas en situación de discapacidad que han sido contratadas, sin perjuicio de la calificación profesional individual de los trabajadores.


-En sesión celebrada el 3 de agosto de 2016 y puesto en votación el artículo 45 que se propone se suscitaron las siguientes decisiones:


-Los incisos primero, tercero y sexto fueron aprobados en los mismos términos, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.


-Los incisos segundo y cuarto quedaron pendientes.


-El inciso quinto fue aprobado, con modificaciones por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

-------


En sesión de 10 de agosto de 2016, la Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, expuso que, actualmente, 239.000 personas mayores de 18 años se encuentran inscritas en Registro Nacional de la Discapacidad, de las cuales 181.736 tienen entre 18 y 65 años y 123.058 padecen una discapacidad severa. Asimismo, afirmó que la inscripción en dicho registro opera como un requisito para el acceso a determinados instrumentos sociales, sin que necesariamente se encuentre vinculado a un proceso de inclusión laboral, lo que debe ser considerado a efectos de determinar la cuota que propone la iniciativa.

 
El Senador señor Letelier consultó acerca del número de personas discapacitadas inscritas en el Registro Social de Hogares.

 
La Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, explicó que el Registro Social de Hogares no mide niveles de discapacidad, sino indicadores de diversos tipos de dependencia interpersonal, de modo tal que dicho instrumento da cuenta de los índices de funcionalidad de las personas, y no necesariamente de la situación de discapacidad en que eventualmente pudieren encontrarse. 

 
Seguidamente, reiteró que del universo de 1.663.000 personas en situación de discapacidad, obtenido de los datos proporcionados por la Encuesta Nacional de Discapacidad, 1.129.000 padecen un grado de discapacidad leve a moderada. Con todo, aseveró que debe distinguirse entre dicho indicador general y el total de personas inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad, las que deben someterse a un proceso de calificación y certificación específico. De ese modo, arguyó que ese instrumento debe aumentar sus niveles de cobertura y especificidad para proponer, en conformidad a la información que provee, un incremento en la cuota de inclusión laboral.

 
El Senador señor Letelier manifestó que los indicadores respecto de la situación de discapacidad que afectan a un determinado número de personas deben ser compatibilizados con los distintos tipos y tamaños de empresas que existen en el país, junto a las diversas funciones que cumplen los servicios públicos.

 
El asesor legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, comentó que corresponde especificar si dentro del concepto de discapacidad se comprenden los diversos tipos de discapacidades mentales que pueden afectar a un trabajador. Agregó que, asimismo, debe analizarse la compatibilidad de dicha propuesta con el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° Nº 18.834, sobre estatuto administrativo, que exige, como requisito para el ingreso a la administración pública, tener salud compatible con el desempeño del cargo y haber aprobado la educación básica y poseer el nivel educacional o título profesional o técnico que por la naturaleza del empleo exija la ley.

 
La Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, sostuvo que, considerando los lineamientos que derivan de la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad -aprobado el 13 de diciembre de 2006 en la Sede de las Naciones Unidas y ratificados por Chile el año 2008-, se hacen exigibles una serie de funciones que deben cumplir las escuelas especiales en materia de integración y la educación regular de personas en situación de discapacidad. En efecto, afirmó que dichos centros educacionales certifican la educación básica de personas que padecen algún grado de discapacidad mental.

 
Asimismo, aseveró, en relación con el requisito de salud compatible para el ingreso a la función no opera respecto de personas en situación de discapacidad, toda vez que ésta no constituye una enfermedad, tal como ha sido establecido por la jurisprudencia judicial y administrativa aplicable en la materia.

CONTINUACIÓN DISCUSIÓN INDICACIÓN 4 a)

 INCISO CUARTO DEL ARTÍCULO 45 DE LA LEY N° 20.422 QUE SE PROPONE REEMPLAZAR

En sesión celebrada el 31 de agosto de 2016, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, propuso establecer, en el inciso cuarto del artículo 45 de la ley N° 20.422 que propone la iniciativa, que el incumplimiento de la cuota que establece el inciso segundo de dicha disposición sólo podrá fundarse, además de la naturaleza de las actividades desarrolladas y la inexistencia de cupos disponibles en la dotación, en la falta de postulantes que cumplan con los requisitos correspondientes.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que explican la necesidad de informar a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad respecto del incumplimiento de la cuota, en los términos que propone la indicación en estudio, particularmente en relación a las funciones de la Contraloría General de la República respecto de los funcionarios de la administración del Estado.

 
La Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, explicó que la Contraloría General de la República deberá ejercer sus atribuciones respecto de las normas contenidas en el Estatuto Administrativo. Sin embargo, agregó que la Dirección Nacional del Servicio Civil cuenta con facultades específicas en lo que atañe a la gestión de recursos humanos al interior del Estado, en tanto que, al tratarse de un asunto relativo a la inclusión laboral, resulta adecuado implementar un procedimiento de información ante el Servicio Nacional de la Discapacidad.
 
Agregó que, al tratarse de una materia relativa al ingreso de funcionarios a los órganos de la administración del Estado, deberán aplicarse las disposiciones que garantizan el principio de transparencia que opera en su caso.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, añadió que la iniciativa propone favorecer un cambio cultural en materia de inclusión al interior de las empresas y la administración del Estado. En consecuencia, para alcanzar dicho propósito, la Dirección Nacional del Servicio Civil y el Servicio Nacional de la Discapacidad deben ejercer planes y políticas de promoción de buenas prácticas laborales, lo que requiere que sean informados respecto de la implementación de la cuota y la imposibilidad de su cumplimiento en las hipótesis específicas que contempla el proyecto de ley en estudio.

 
La Senadora señor Muñoz coincidió con la propuesta del Ejecutivo, toda vez que, mediante dicho procedimiento, es posible alcanzar un mayor nivel de información y coordinación de los órganos del Estado respecto de la implementación de la iniciativa.

 
-Puesto en votación el inciso cuarto que la indicación 4 a) introduce en el artículo 45 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

REAPERTURA DEL DEBATE ACERCA DEL INCISO QUINTO DEL ARTÍCULO 45 DE 

LA LEY N° 20.422 QUE SE PROPONE REEMPLAZAR
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, propuso eliminar, en el inciso quinto que la indicación 4 a) introduce en el artículo 45 de la ley N° 20.422, en lo relativo al contenido del reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, la referencia a los parámetros de determinación de la dotación anual que deberá contemplar dicho cuerpo normativo.

  
El Senador señor Larraín consultó acerca del plazo en que deberá procederse a la dictación del reglamento.

 
La jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, explicó que la indicación 15, de S.E. la Presidenta de la República, propone que dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la publicación de la ley deberán dictarse dichas normas reglamentarias.
 
-Puesto en votación el inciso quinto que la indicación 4 a) introduce en el artículo 45 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

VOTACIÓN DEL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 45 DE 

LA LEY N° 20.422 QUE SE PROPONE REEMPLAZAR

En sesión celebrada el 5 de octubre de 2016, la Presidenta de la Comisión puso en votación el inciso segundo del artículo 45 de la ley N° 20.422, que se propone reemplazar por la indicación 4 a). Dicho inciso segundo establece la obligación para las instituciones públicas enumeradas en el inciso primero, que tengan una dotación anual de 200 o más funcionarios o trabajadores, de reservar el 1% de tal dotación para personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.

-------


3) La tercera modificación de la indicación número 4 a) se vincula al artículo 47 de la ley N° 20.422, que preceptúa la celebración del contrato de aprendizaje de las personas con discapacidad sin limitación de edad.


La indicación del Ejecutivo propone que la celebración del contrato de aprendizaje de las personas con discapacidad sea hasta los 26 años de edad.


Esta última enmienda asimila la edad límite para suscribir contrato de aprendizaje a la edad de término de la educación especial.
-------

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que la propuesta apunta a evitar la ocurrencia de prácticas abusivas, toda vez que, mediante el contrato de aprendizaje se pueden afectar los derechos de los trabajadores al ocultar la existencia de una relación laboral indefinida.

 
El Senador señor Letelier, coincidiendo con la necesidad de limitar el contrato de aprendizaje, consultó acerca de las razones que explican el tope de 26 años de edad para suscribir dicho contrato.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, comentó que la propuesta considera la existencia de una subvención educacional especial, de modo tal de compatibilizar dicho beneficio con la suscripción del referido contrato.

 
La Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berne Herrera, agregó que, tratándose de las personas en situación de discapacidad, pueden acudir a los establecimientos educacionales hasta los 26 años de edad, lo que explica el límite temporal que señala la propuesta en estudio.
 
El Senador señor Larraín afirmó que, con la finalidad de promover cierta flexibilidad en la contratación, resulta adecuado no limitar excesivamente la posibilidad de suscribir el contrato de aprendizaje.

 
La Jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, explicó que la propuesta apunta a cumplir el objetivo del contrato de aprendizaje, consistente en facilitar y promover la capacitación laboral, al cabo del cual puede suscribirse un contrato de trabajo indefinido. Con todo, aseveró que, en ocasiones, dicha figura ha sido utilizada para ocultar la existencia de una relación de trabajo de carácter indefinido, lo que pretende ser resuelto por la propuesta en estudio.

 
-Puesta en votación la letra c) de la indicación 4 a), fue aprobada por tres votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y una abstención, del Senador señor Larraín.

INDICACIONES NÚMEROS 5, 6 y 7

 
El Senador señor Navarro formuló las indicaciones números 5, 6 y 7, para reemplazar en el artículo 44 bis el guarismo “2” por “3” o por “4” o por “5”.


-Puestas en votación las indicaciones números 5, 6 y 7 fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señores Larraín y Letelier.
INDICACIÓN NÚMERO 8
 
El Senador señor Navarro presentó la indicación número 8, para agregar al artículo 44 bis el siguiente inciso final, referido al porcentaje de reserva de puestos de trabajo:

 
“Cuando del cálculo resulte un número decimal, siempre se debe corregir al alza hasta llegar al próximo número entero.”.
 
-Puesta en votación la indicación número 8 fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señores Larraín y Letelier.
INDICACIÓN NÚMERO 9 QUE INTRODUCE UN ARTÍCULO NUEVO

La Presidenta de la República hizo presente la indicación número 9, para agregar al proyecto de ley un artículo 2°, nuevo, que modifica el inciso tercero del artículo 17 del Estatuto Administrativo, con la finalidad de incluir la prohibición en el servicio público de todo acto de discriminación basado en motivos de discapacidad.

El Ejecutivo fundamentó la indicación número 9 en la necesidad de establecer de manera explícita la prohibición de todo acto de discriminación que se traduzca en exclusiones basadas en motivos de discapacidad. De esta manera, precisó, se completa el catálogo de posibles causales de discriminación que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo público, a saber, raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social. Si bien cualquier posible discriminación en la materia había sido evitado por la Contraloría General de la República, mediante dictámenes, el Ejecutivo estima que es básico su consideración explicita en la normativa rectora de la vida funcionaria de los hombres y mujeres que trabajan en los organismos de la Administración del Estado. 

En sesión celebrada el 17 de agosto de 2016, la Senadora señora Muñoz afirmó que, a propósito del estudio de las hipótesis que pudieren constituir un acto de discriminación, resulta pertinente vincular el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con el artículo 2° de la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, habida cuenta de que ésta comprende de mejor manera las causales que configuran tales actos discriminatorios.

 
Al efecto, especificó que dicha disposición prohíbe cualquier acto de discriminación que se funde en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.
 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, coincidiendo con la necesidad de efectuar una remisión a las causales que establece el artículo 2° de la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, abogó por distinguir las nociones de enfermedad y discapacidad, toda vez que, en conformidad a la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad -ratificada por Chile el año 2008-, se trata de hipótesis distintas considerando los efectos que, en cada caso, se producen en materia de adaptabilidad y funcionalidad laboral.

 
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, en cualquier caso, se deben distinguir los objetivos que persigue la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, consistentes en instaurar un mecanismo judicial específico que permita restablecer el imperio del derecho ante un acto de discriminación arbitraria, a diferencia del propósito que se propone alcanzar mediante la aprobación de la iniciativa en estudio.


-Puesta en votación la indicación 9, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

REAPERTURA DEL DEBATE SOBRE LA INDICACIÓN NÚMERO 9


En sesión celebrada el 31 de agosto de 2016, el Senador señor Letelier explicó que la iniciativa propone establecer una hipótesis de discriminación positiva en favor de las personas en situación de discapacidad, lo que podría resultar contradictorio con la norma que se propone incorporar como inciso tercero del artículo 17 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En efecto, arguyó que dicha disposición impide la aplicación de una preferencia en favor de determinadas personas en razón de la situación de discapacidad en que pudieran encontrarse, entre otras causales.
 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que dicha disposición, al ser interpretada conjuntamente con la indicación en análisis, da cuenta de una suerte de paradoja que subyace a las disposiciones que proponen el establecimiento de hipótesis de discriminación positiva, toda vez que exigen una carga argumentativa respecto de las causales que autorizan una preferencia en favor de un determinado grupo de personas. De ese modo añadió que, para poder aplicar dichas políticas públicas, éstas deben operar respecto de causales fundadas, objetivas y establecidas expresamente en la ley.

 
El Senador señor Larraín afirmó que las normas contenidas en el artículo 2° de la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, prohíben cualquier tipo de discriminación que se funde en consideraciones arbitrarias, careciendo, en consecuencia, de una fundamentación razonable. En consecuencia, afirmó que la propuesta legal en estudio apunta a incorporar una preferencia fundada en parámetros justificados, de modo tal que no se produciría una incompatibilidad entre ambos cuerpos legales.


Los integrantes presentes de la Comisión acordaron dejar pendiente la resolución definitiva sobre esta materia, con la finalidad de revisar la redacción del inciso que se propone sustituir.
 
En sesión celebrada el 28 de septiembre de 2016, en consideración a las observaciones de los integrantes de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, presentó una propuesta para prohibir todo acto de discriminación arbitraria que se traduzca en exclusiones o restricciones tales como aquellas basadas en motivos de raza o etnia, situación socioeconómica, idioma, ideología u opinión política, discapacidad, religión o creencia, sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, sexo, orientación sexual, identidad de género, estado civil, edad, filiación, apariencia personal o enfermedad, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.
 
El Senador señor Larraín afirmó que la propuesta recoge adecuadamente el carácter meramente ejemplar de las hipótesis de discriminación arbitraria, toda vez que, aseveró, el catálogo de exclusiones o restricciones que establece el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y el artículo 2° de la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, no es de tipo taxativo.

 
Tal como se resolvió en la sesión de 17 de agosto de 2016, la Comisión entendió ratificada la aprobación de la indicación número 9, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

INDICACIÓN NÚMERO 10 QUE INTRODUCE UN ARTÍCULO NUEVO


La Presidenta de la República formuló la indicación número 10, para incorporar al proyecto de ley un artículo 3°, nuevo, que modifica el Código del Trabajo de la siguiente manera:


-Reemplaza el epígrafe del Título III del Libro I por el siguiente: “Del Reglamento Interno y la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”. Asimismo y a continuación de dicho epígrafe intercala un Capítulo I, denominado “Capítulo I Del Reglamento Interno”.


-En el Título III del Libro I intercala, a continuación del artículo 157, un Capítulo II denominado “Capítulo II De la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad” conformado por el artículo 157 bis.

El artículo 157 bis consagra la obligación para las grandes empresas –las que tuvieren contratados 200 trabajadores o más- de contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional. Ese porcentaje dice relación con el total de los trabajadores de la empresa.

El Ejecutivo sustentó la opción por regular grandes empresas en el hecho que concentran el 46,9% del total de relaciones laborales de las empresas en Chile, aproximadamente 2.113.977 relaciones laborales para 2.988 empresas.


El empleador cada año y por razones fundadas deberá excusarse de no dar cumplimiento a esa obligación, mediante un informe a la Dirección del Trabajo, con copia al Servicio Nacional de la Discapacidad. Las razones fundadas podrán ser la naturaleza de las funciones desarrolladas por la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo.


Se establece, además, la obligación de registrar los contratos de trabajo de las personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez dentro de los quince días siguientes a su celebración en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, entidad que fiscalizará el cumplimiento de todas las obligaciones mencionadas.
-------


En sesión de 10 de agosto de 2016, la Jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, sostuvo que la propuesta pretende ser aplicada únicamente a las grandes empresas –las que, sostuvo, concentran cerca del 55% del total de la fuerza laboral- considerando que éstas cuentan con un perfil específico de sus puestos de trabajo, lo que, agregó, se vincula con la idoneidad para el cargo que propone la iniciativa.

 
Asimismo, aseveró que respecto de las grandes empresas puede desarrollarse eficientemente un programa de fiscalización, el que, junto a los mecanismos de cumplimiento alternativo que se proponen, permitirían favorecer la inclusión laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector privado.

 
El Senador señor Letelier afirmó que los parámetros de fiscalización de la Dirección del Trabajo no dicen relación con el perfil específico de los puestos de trabajo de las grandes empresas. Asimismo, arguyó que las medidas de fiscalización no deben atender al tamaño de las empresas, toda vez que ello generaría, en la práctica, la falta de aplicación general de las disposiciones laborales para aquellas de menor tamaño.

 
En ese contexto, la Senadora señora Muñoz abogó por prohibir cualquier acto de discriminación que se traduzca en exclusiones o preferencias basadas en motivos de discapacidad, e, incluso, opinión política o religiosa o ascendencia nacional. 

 
Por otro lado, subrayó que deben implementarse una serie de medidas para incentivar la inclusión laboral de personas en situación de discapacidad en empresas de menor tamaño.

 
La Jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, expuso que se pretende evitar específicamente cualquier práctica discriminatoria en base a la discapacidad de un trabajador, toda vez que la iniciativa persigue favorecer la inclusión de las personas en igualdad de condiciones respecto de sus derechos laborales.

 
Respecto de los mecanismos de incentivo para la inclusión laboral en empresas de menor tamaño, sostuvo que éstos se verifican, entre otros, mediante el Plan Más Capaz, instrumentos de intermediación laboral en el sector público, planes de aprendizaje y precontrato y becas laborales, sin perjuicio de los sistemas alternativos de cumplimiento de la cuota que propone la iniciativa.

 
Se comentó por la asesora de la Unidad de Estudios Laborales, señora Fernanda Terminel, que, para efectos de fijar los indicadores que determinan la cuota que propone el proyecto, debe considerarse que las empresas suelen registrar su casa matriz en las regiones más densamente pobladas, sin perjuicio que sus sucursales se ubiquen en todo el país.

 
El Senador señor Letelier reiteró que es necesario ampliar el ámbito de aplicación de la cuota en el sector privado hacia empresas de menos de 200 trabajadores, junto a la simplificación de los mecanismos de excusa que propone el proyecto, con la finalidad de favorecer los cambios culturales que requiere la iniciativa.

 
La Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, afirmó que la aplicación de medidas alternativas, tales como la celebración de contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas de menos de 200 trabajadores, en los términos que propone la indicación número 11, permiten avanzar en materia de inclusión laboral de personas en situación de discapacidad, sin perjuicio de la necesidad de definir la relación de estas entidades con el empleador principal y el ámbito de acción de las fundaciones que podrían operar en esa hipótesis.

 
Con todo, tratándose de aquellas medidas que dicen relación con la celebración de convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan relación o interés con el empleador, explicó que debe considerarse el régimen de franquicias tributarias que opera en dicha hipótesis, de modo tal de evitar la aplicación de dos beneficios de modo simultáneo. Asimismo, añadió que existen una serie de instrumentos similares actualmente vigentes.

 
Enseguida, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el factor que permite distinguir según el tamaño de las empresas, para efectos de aplicar  la cuota que propone la iniciativa, no dice relación con su capacidad económica, sino con la complejidad organizacional de unas y otras. 

 
En efecto, puntualizó que aquellas entidades de mayor tamaño cuentan con una densidad administrativa interna, a raíz de sus diversas áreas de gestión y administración -las que, arguyó, en muchos casos, incluyen un departamento especializado en gestión de personal o recursos humanos-, lo que les permite implementar de mejor manera determinados planes en materia de inclusión laboral. 

 
Tratándose de las empresas de menor tamaño, aseguró que generalmente éstas se conforman mediante emprendimientos de escaso financiamiento carentes de la densidad administrativa que les permita implementar planes o programas en materia de inclusión laboral.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que, siguiendo ese razonamiento, las empresas de mayor tamaño cuentan con la estructura organizacional interna necesaria para incorporar un mayor número de trabajadores en situación de discapacidad, lo que generaría la necesidad de elevar el porcentaje que propone la iniciativa.

En sesión de 17 de agosto de 2016, respecto de la indicación número 10 se adoptaron los siguientes acuerdos y se expusieron los comentarios que se consignan.

Letra a)

La letra a) de la indicación 10 reemplaza el epígrafe del Título III del Libro I del Código del Trabajo, estableciendo que, en lo sucesivo, se titulará del siguiente modo: “Del Reglamento Interno y la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

 
-Puesta en votación la letra a) de la indicación 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

Letra b)

 
La letra b) de la indicación 10 propone intercalar, a continuación del epígrafe del Título III del Libro I del Código del Trabajo, un Capítulo I con la siguiente denominación: “Capítulo I Del Reglamento Interno”.

 
-Puesta en votación la letra b) de la indicación 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

Letra c)

 
La letra c) de la indicación 10 apunta a intercalar, a continuación del artículo 157 del Código del Trabajo, un Capítulo II, con la siguiente denominación: “Capítulo II De la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

 
-Puesta en votación la letra c) de la indicación 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

Letra d)

 
La letra d) de la indicación 10 intercala un artículo 157 bis, nuevo, al Código del Trabajo.

 
Dicha disposición –como fue explicado anteriormente- establece que las grandes empresas, conforme a lo establecido en el artículo 505 bis del Código del Trabajo, deberán contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores. Añade que las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

 
A continuación, señala que anualmente, y sólo por razones fundadas -tales como la naturaleza de las funciones que se desarrollan al interior de la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que haya formulado- el empleador deberá excusarse del incumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo, para lo cual deberá remitir un informe fundado a la Dirección del Trabajo, con copia al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicando las razones de su incumplimiento.

 
Seguidamente, detalla que el empleador deberá registrar los contratos de trabajo de las personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional que laboren en la empresa, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración mediante el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, la que deberá llevar un registro actualizado de estas contrataciones, debiendo mantener reserva de la información contenida en él.

 
En materia de fiscalización del cumplimiento de las obligaciones contenidas en este artículo, la indicación establece la competencia de la Dirección del Trabajo.

 
Finalmente, dispone que un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones indicadas en el artículo 157 bis del Código del Trabajo o para justificar su excusa.

-------


En sesión celebrada el 5 de octubre de 2016, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señor Ximena Rincón González, presentó una propuesta para realizar modificaciones en el texto del artículo 157 bis, nuevo, que se propone en la indicación número 10.

 
Dicha propuesta consigna que las grandes empresas, definidas en el artículo 505 bis del Código del Trabajo, deberán contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores. Dichas personas deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.
 
Seguidamente, establece que sólo por razones fundadas, tales como la naturaleza de las funciones que se desarrollan al interior de la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que haya formulado, el empleador podrá excusarse, por el período de doce meses, de la obligación establecida en el inciso primero del referido artículo 157 bis, para lo cual deberá remitir un informe fundado a la Dirección del Trabajo, con copia al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicitando las razones de ello.

 
Asimismo, el empleador deberá registrar los contratos de trabajo celebrados con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración, en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, quien llevará un registro actualizado de lo anterior, debiendo mantener reserva de dicha información.

 
Del mismo modo, añade que la fiscalización de lo dispuesto en el Capítulo II del Título III del Libro I del Código del Trabajo, titulado “Del Reglamento Interno y la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”, corresponderá a la Dirección del Trabajo.

 
Finalmente, propone que un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones indicadas en este artículo o para justificar su excusa.
 
La Senadora señora Muñoz afirmó que la propuesta debe ser considerada en conjunto con el mecanismo de excusa que contempla la iniciativa, particularmente en lo que respecta a la facultad de la Dirección del Trabajo para su rechazo o aprobación.

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, en primer término, se refirió al mecanismo de excusa que propone la indicación.

 
Al efecto, explicó que la propuesta restringe el plazo en que el empleador podrá excusarse de la obligación establecida en el inciso primero del referido artículo 157 bis, consistente en la cuota laboral, al permitir el ejercicio de dicha prerrogativa dentro del período de doce meses. 

 
Del mismo modo, afirmó que la iniciativa contempla la posibilidad de implementar medidas de cumplimiento alternativo considerando que, en algunos casos, determinadas empresas requieren de un plazo para aplicar la cuota laboral que contempla el proyecto, tal como ocurre a propósito de las medidas de capacitación de trabajadores que fueran necesarias para alcanzar ese fin.

 
Enseguida, coincidió en la necesidad de establecer la facultad de la Dirección del Trabajo para pronunciarse respecto de la excusa que hubiere formulado una empresa obligada al cumplimiento de la cuota laboral. 

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, concordó con dicha observación. En consecuencia, propuso establecer que la Dirección del Trabajo deberá pronunciarse acogiendo o rechazando la presentación efectuada por el empleador.

 
-Puesta en votación la letra d) de la indicación número 10, que agrega el artículo 157 bis, nuevo, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.
-------
INDICACIÓN NÚMERO 11 FORMULADA A LA INDICACIÓN DEL EJECUTIVO QUE INCOPORA UN ARTÍCULO 157 BIS AL CÓDIGO DEL TRABAJO


El Senador señor Letelier y las Senadoras señoras Goic y Muñoz, hicieron presente la indicación número 11, para efectuar las siguientes enmiendas al artículo 157 bis que propone el Ejecutivo:


a) Sustituir el inciso tercero del artículo 157 bis por uno que introduce cuatro medidas alternativas para el caso que un empleador no pueda contratar a discapacitados. La primera referida a la celebración de contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas de menos de 200 trabajadores, que tengan contratados a personas con discapacidad o con pensión de invalidez. La segunda medida son los convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro destinados a la contratación de personas con discapacidad o con pensión de invalidez. La tercera medida regula los convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro destinados a la realización de proyectos o acciones específicas de apoyo o asistencia a la inserción laboral de personas con discapacidad o con pensión de invalidez y la cuarta medida comprende los convenios de transferencia con liceos técnicos profesionales, centros de formación técnica o institutos profesionales, para la incorporación o adaptación de sus capacidades profesionales, malla curricular, instalaciones o maquinarias destinados a la formación de alumnos con discapacidad.

b) Suprimir, en el inciso sexto del artículo 157 bis, la frase “o para justificar su excusa”.

En sesión de 17 de agosto de 2016, el Diputado señor Pilowsky abogó por incorporar, dentro de los mecanismos de cumplimiento alternativo, la promoción de planes que favorezcan el desarrollo de actividades deportivas paralímpicas o la contratación de personas que participen en éstas, de modo de estimular la inclusión laboral y la salud de las personas en situación de discapacidad. 
 
El Senador señor Allamand sostuvo que la propuesta de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier adolece de un vicio de inconstitucionalidad, toda vez que propone establecer una serie de cargas de contenido económico o financiero para el empleador, las que quedarían comprendidas dentro de aquellas materias cuya iniciativa legislativa corresponde exclusivamente al Ejecutivo, en los términos que prescriben los numerales 1° y 4° del inciso quinto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

 
Sin perjuicio de ello, abogó por establecer los mecanismos que permitan incentivar la contratación laboral de personas en situación de discapacidad.

 
Seguidamente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, indicó que si se establece el carácter voluntario en la ejecución de tales medidas alternativas, no se incurriría en la causal de inconstitucionalidad señalada precedentemente. 

 
Asimismo, en relación al modelo español de inclusión de personas en situación de discapacidad, detalló que la propuesta contempla un mecanismo de cumplimiento alternativo, en tanto que dicho sistema permite acceder a tales instrumentos únicamente dentro del plazo de tres años contados desde la vigencia de la cuota, al cabo del cual deben cumplir con ella.

 
En consecuencia, aseveró que la iniciativa favorece la aplicación de la cuota, toda vez que, aun cuando una empresa pudiera aplicar mecanismos alternativos, al cabo de un lapso existirán vacantes para aplicar el porcentaje que establece el proyecto de ley.

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, manifestó que resulta adecuado establecer un plazo dentro del cual podrían utilizarse los mecanismos de cumplimiento alternativo, al cabo del cual debería aplicarse el porcentaje de cuota que establece la iniciativa, en los términos del modelo español señalado precedentemente. Con todo, aseveró que dichos instrumentos sólo pueden operar previa expresión de causa, con la finalidad de favorecer la aplicación de la cuota que propone el proyecto de ley.

 
El Senador señor Allamand afirmó que los mecanismos de cumplimiento alternativo, aun cuando pueden operar anualmente, no pueden invocarse permanentemente cuando existieran vacantes disponibles en la empresa de que se trate, al existir rotación de personal al interior de éstas. De ese modo, aseveró que, aun cuando las empresas pudieran utilizar tales instrumentos opcionales, de igual manera, al cabo de un determinado lapso, deberán implementar la cuota que propone la iniciativa.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que, al tratarse de un mecanismo de excusa anual, puede incurrirse en un prolongado incumplimiento de la cuota que propone la iniciativa, habida cuenta de la resistencia existente en el sector público y privado en lo que respecta a aplicar dicho mecanismo de inclusión, salvo que se dispongan las debidas medidas de fiscalización que debe promover la Inspección del Trabajo.

 
La jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, afirmó que la iniciativa contempla un mecanismo de cumplimiento alternativo circunscrito a hipótesis bien específicas, de modo tal que, aseveró, su aplicación no importaría una falta de efectividad de la cuota que propone el proyecto.

 
Finalmente, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que en empresas de más de 200 trabajadores existen una serie de áreas en que pueden desempeñarse personas en situación de discapacidad, tales como en tareas de bodega, despacho, secretaría, informática, recursos humanos, finanzas, adquisiciones y ventas, mantención de clientes, call center, entre otras. En consecuencia, afirmó que en dichas empresas operará, en la práctica, la cuota que propone la iniciativa.

-------




En sesión de 31 de agosto de 2016, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, propuso introducir un artículo 157 ter, nuevo, para especificar las medidas alternativas de cumplimiento de la cuota laboral que propone la indicación en estudio.

 


En el mismo sentido, explicó que la indicación apunta a evitar que, luego de una excusa justificada en la aplicación de la cuota, el empleador no realice ningún tipo de medida en materia de inclusión laboral de personas en situación de discapacidad.

  


Finalmente, explicó que el esquema propuesto supone que, en aquellos casos en que una medida de cumplimiento alternativo fuera invocada erróneamente, podrán aplicarse las sanciones que operan al respecto, en tanto que las medidas alternativas sólo podrían utilizarse únicamente cuando existiera una justificación razonable que autorice el incumplimiento de la cuota que propone el proyecto.

 


La Senadora señora Goic afirmó que la indicación debe establecer el carácter obligatorio de las medidas alternativas en caso de incumplimiento de la cuota laboral.

 


El Senador señor Larraín explicó que, considerando que la iniciativa propone fomentar la inclusión laboral de personas en situación de discapacidad, la obligación fundamental consiste en el cumplimiento de la cuota laboral. Sin embargo, añadió que, en determinadas ocasiones, el empleador podrá excusarse, pudiendo aplicar medidas alternativas de cumplimiento, lo que da cuenta del carácter complementario de las indicaciones 10 y 11. Agregó que ambos mecanismos deben ser objeto de una regulación de carácter reglamentario, con la finalidad de evitar una excesiva rigidización en su aplicación.

 


En efecto, añadió que el cumplimiento de las obligaciones laborales de personas en situación de discapacidad debe presentar características especiales, lo que requiere una mayor flexibilidad, por ejemplo, respecto de la determinación del lugar de trabajo. En cualquier caso, propuso que, conforme a un criterio realista en la aplicación de la iniciativa, deba solicitarse una autorización de la Dirección del Trabajo para aplicar dichas medidas.

 


En la misma línea, el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, explicó que para alcanzar el objetivo que propone la iniciativa pueden adoptarse una serie de medidas, tales como la creación de una bolsa de trabajo, particularmente en empresas de menor tamaño. Asimismo, se podría incentivar la contratación laboral más allá del mínimo equivalente a la cuota laboral, un plan de capacitación para el empleo y emprendimiento, incluyendo la certificación de competencias, junto a subsidios a la contratación.

 


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que actualmente existen una serie de planes que apuntan a mejorar los índices de capacitación e inclusión laboral de personas en situación de discapacidad, tales como la Bolsa Nacional de Empleo, el programa Más Capaz y los sistemas de certificación de competencias.

 
|

La Senadora señora Muñoz afirmó que, considerando el cambio cultural que pretende generar la iniciativa, es necesario establecer parámetros certeros respecto de las medidas alternativas aplicables en aquellos casos en que el empleador estuviere en la imposibilidad de implementar la cuota laboral que ésta propone.


En sesión de fecha 28 de septiembre de 2016, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, presentó una propuesta que, en lo que respecta a las medidas alternativas de cumplimiento de la cuota legal que propone la iniciativa, apunta a agregar un artículo 157 ter, nuevo, al Código del Trabajo.

 
Dicha propuesta considera que por el período de dos años, contados desde que sea exigible la referida obligación, el empleador podrá optar a cumplir su obligación ejecutando, a lo menos, la celebración de contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas de menos de 200 trabajadores que tengan contratados a personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, o la celebración de convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan ningún tipo de relación o interés directo o indirecto con el empleador, para la contratación de personas con discapacidad o que sean asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

 
Asimismo, contempla que, en la segunda de las hipótesis descritas, las medidas alternativas implementadas deberán representar a lo menos el doble del porcentaje de contrataciones a las que se encontraba obligado el empleador.

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de la forma en que se implementará el requisito consistente en la representación de a lo menos el doble del porcentaje de contrataciones a las que se encontraba obligado el empleador, en aquellos casos en que se verifique la celebración de convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que dicho mecanismo establece que la cuota laboral para personas en situación de discapacidad debe ser duplicada mediante la celebración de convenios de transferencia que, en la práctica, impliquen, como mínimo, la contratación del doble del porcentaje de contrataciones a las que se encontraba obligado el empleador.

 
La Senadora señora Muñoz consultó acerca de los mecanismos dispuestos para evitar que varias empresas incumplan dicha obligación mediante la suscripción de acuerdos con una misma empresa en que trabajen menos de 200 trabajadores.

 
Asimismo, preguntó acerca de las razones que explican el plazo de dos años, contados desde la exigibilidad de la cuota, para aplicar las medidas alternativas que contempla la indicación en estudio.

 
En cuanto al período de dos años, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que consiste en un incentivo para cumplir la medida propuesta, de modo tal de promover el cambio cultural que pretende generar la iniciativa, incluyendo las medidas de capacitación laboral que se pudieren requerir para ello.

 
En el mismo sentido, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, agregó que la propuesta permite la duplicación de la cuota laboral dentro de dicho plazo, lo que constituye un incentivo para el cumplimiento del propósito que persigue la iniciativa.

 
Seguidamente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que, en dicha hipótesis, la empresa proveedora no podría operar para distintas empresas al mismo tiempo, habida cuenta del alto número de trabajadores que se requerirían para cumplir simultáneamente los contratos que hubiere suscrito.

 
Asimismo, aseveró que las medidas de cumplimiento alternativo deben ser analizadas considerando un mecanismo que operará para aquellas empresas que, reuniendo los requisitos generales para aplicar la cuota laboral, se excusaren justificadamente de su incumplimiento.

 
Enseguida, en cuanto a las medidas de fiscalización en el cumplimiento de la iniciativa, añadió que se contempla que éstas serán desarrolladas por la Dirección del Trabajo. Asimismo, agregó que, en conformidad a la indicación 10, un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a la cuota laboral que contempla el proyecto.

 
El Senador señor Allamand abogó por especificar el contenido de los convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro, de modo tal de garantizar que, en la práctica, opere respecto del doble de la cuota laboral que propone el proyecto.


En sesión celebrada el 5 de octubre de 2016, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, en consideración a las observaciones de los miembros de la Comisión, y al tenor de la indicación número 10, particularmente en lo que atañe a la obligación de contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional presentó una propuesta respecto de la indicación 11.

 
Al efecto, la incorporación del artículo 157 ter, nuevo, al Código del Trabajo, tiene como finalidad establecer que el empleador podrá cumplir alternativamente la cuota laboral que establece el inciso primero del artículo 157 bis que se incorpora al Código del Trabajo -sólo durante los dos primeros años desde que le sea exigible su cumplimiento- mediante la celebración de contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, y/o mediante la celebración de convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan ningún tipo de relación o interés directo o indirecto con el empleador.

 
En la segunda hipótesis descrita, prescribe que el objeto social de dichas personas jurídicas debe consistir en la capacitación e inserción laboral de personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

 
Finalmente, contempla que dichas medidas deberán representar, a lo menos, el doble de la obligación de contratación que el empleador debía cumplir según el inciso primero del artículo 157 bis que la indicación 10 agrega al Código del Trabajo, en tanto que el monto de cada uno de los contratos de adquisición de bienes o servicios, o de los convenios de transferencia que se suscriban, no podrán ser inferior a sesenta ingresos mínimos mensuales en cada año.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que la propuesta recoge adecuadamente la necesidad de permitir la contratación con empresas sin importar el número de sus trabajadores, respecto de la medida alternativa consistente en la celebración de contratos de adquisición de bienes o servicios.

 
-Puesta en votación la indicación 11, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.
INDICACIÓN NÚMERO 12 QUE INTRODUCE UN ARTÍCULO NUEVO


La Presidenta de la República presentó la indicación número 12, para agregar un artículo 4° nuevo que establece la obligación conjunta de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Desarrollo Social de evaluar el cumplimiento de las normas sobre inclusión laboral y discapacidad introducidas a la ley N° 20.422 y al Código del Trabajo, una vez transcurridos cuatro años de vigencia de la ley.
 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, sostuvo que la indicación apunta a implementar un parámetro de evaluación periódica de los propósitos de la iniciativa, de modo tal de adecuar, si fuere necesario, la cuota que ésta contempla.

 
El Senador señor Allamand comentó que, con la finalidad de explicitar dicha propósito, y facilitar su conocimiento por parte de la ciudadanía, la indicación debe evitar los reenvíos que realiza respecto de una serie de cuerpos legales vigentes.


En sesión celebrada el 31 de agosto de 2016, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, propuso incorporar, a propósito de la evaluación de los resultados de la implementación de la iniciativa, un análisis del costo y la efectividad que deriva de su aplicación, por parte de una entidad externa a los organismos del Estado.

 
El Senador señor Larraín explicó que la indicación apunta a establecer un mecanismo de control respecto de la aplicación de la iniciativa, particularmente en lo que respecta a la cuota laboral que contempla. Sin embargo, afirmó que dichas evaluaciones deberían realizarse de modo periódico, de modo tal de evaluar sistemáticamente la eficacia de dicha disposición.

 
La Senadora señora Goic, luego de coincidir con dicha observación, consultó respecto de las razones que explican la inclusión de un análisis de costo y efectividad, toda vez que, en rigor, debe operar una evaluación del impacto de dicha medida.

 
La Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, explicó que la propuesta apunta a establecer un sistema de evaluación basado en el sistema intersectorial de protección social. De ese modo, mediante el análisis de costo efectividad se pretende evaluar los resultados de la implementación de la normativa y el costo que ello puede suponer.
 
La Senadora señora Goic abogó por eliminar la necesidad de promover un análisis del costo y utilidad en la implementación de la iniciativa, toda vez que ello dice relación con una ponderación de bienes que debe ser realizada por otros organismos, tales como la Dirección de Presupuestos u otros encargados de la gestión del personal que se desempeña en la administración del Estado.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la información consistente en los informes finales de las evaluaciones de la implementación de la iniciativa deben ser remitidas a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y del Trabajo y Seguridad Social de ambas Cámaras del Congreso Nacional.


En sesión de 28 de septiembre de 2016, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, presentó una propuesta para establecer que los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Desarrollo Social deberán evaluar conjuntamente los resultados de la implementación de la ley cada cuatro años, informando de ello a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a la Comisión de Desarrollo Social de la Cámara de Diputados.

 
El Senador señor Larraín coincidió con el tenor de la propuesta, toda vez que establece el carácter permanente de la evaluación de la iniciativa.

 
-Puesta en votación la indicación 12, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.
INDICACIÓN NÚMERO 13 QUE INTRODUCE UN ARTÍCULO NUEVO


La Presidenta de la República formuló la indicación número 13, para contemplar un artículo 5° nuevo, cuyo objetivo es derogar el artículo 16 de la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales. Tal disposición señala que en el contrato de trabajo que celebre la persona con discapacidad mental, podrá estipularse una remuneración libremente convenida entre las partes, no aplicándose a este respecto las normas sobre ingreso mínimo.
 
El Senador señor Allamand comentó que deben ponderarse los efectos que podría producir la aprobación de la indicación en lo que respecta a los índices de contratación de personas en situación de discapacidad y que, sin perjuicio de reconocer la relevancia de establecer la igualdad de condiciones para la contratación laboral -incluyendo, evidentemente, a las personas que padecen una situación de discapacidad-, en la práctica sucede que la existencia de capacidades diferentes, bajo ciertos supuestos, puede justificar la existencia de un régimen de remuneraciones distinto. 

 
En consecuencia, aseveró que la derogación de la disposición contenida en el artículo 16 de la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales, de 1987, podría desincentivar la contratación de las personas en situación de discapacidad, lo que requiere implementar los estímulos que eviten dicha hipótesis.

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, explicó que la indicación en estudio apunta a derogar una disposición de carácter promocional, cuyo objetivo era favorecer los índices de empleabilidad de las personas que padecen algún tipo de enfermedad mental.

 
Sin embargo, detalló que, progresivamente, estas personas se han insertado a sus labores en igualdad de condiciones y capacidades que el resto de los trabajadores que desempeñan funciones similares, de modo tal que no resulta adecuado mantener una diferenciación en el nivel de remuneraciones que perciben.

 
El Senador señor Larraín opinó que, existiendo igualdad de condiciones para desempeñar determinadas labores, no resulta justificada la vigencia de un distinto régimen de remuneraciones. Sin embargo, añadió que pueden existir casos en que se trate de una discapacidad mental severa, las que requieren de un tratamiento legislativo diferenciado para promover su ingreso al ámbito laboral. 

 
Dicha situación, agregó, se ve agravada por la posibilidad de que, a raíz de la aplicación de la norma propuesta, se pudiera producir una disminución en los índices de contratación laboral de las personas en situación de discapacidad.

 
Asimismo, sostuvo que se debe garantizar la compatibilidad entre el subsidio por discapacidad mental con el desempeño de actividades laborales remuneradas.

 
La Senadora señora Goic abogó por garantizar un mínimo común en materia de remuneraciones para todos los trabajadores, sobre todo considerando los beneficios que ello genera en una serie de aspectos, tales como la salud del trabajador, su propia valoración del empleo -lo que se refleja en sus altos índices de productividad-, la inclusión laboral, la prohibición de cualquier hipótesis de discriminación y el mejoramiento del ambiente de trabajo al interior de las empresas.

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, aseveró que la gradualidad que propone la indicación no generará un desincentivo para la contratación laboral de personas en situación de discapacidad, sobre todo considerando la existencia de una serie de estudios que dan cuenta de tres atributos propios de las empresas que implementan planes de inclusión, consistentes en altos indicadores de disciplina laboral, buen clima laboral y aumento de la productividad.

 
En la misma línea, la jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, agregó que la indicación apunta a evitar hipótesis de discriminación que padece un grupo específico dentro de quienes padecen algún grado de discapacidad.

 
Asimismo, aseveró que la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Chile, establece el deber de garantizar la igualdad de condiciones laborales de las personas que la padecen, las que serán aplicadas conforme a un régimen gradual, en conformidad al régimen que propone la indicación 17. Por otra parte, añadió que la propuesta no modifica la figura del contrato de aprendizaje, la que seguirá vigente.
 
Enseguida, la Jefa de Estudios del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Lorena Flores, aseveró que la discapacidad no supone necesariamente un vínculo con la productividad, de modo tal que dicho factor no puede justificar un tratamiento legislativo diferenciado en materia de remuneraciones.

 
La Senadora señora Muñoz afirmó que la inclusión laboral puede generar costos razonables que deben ser asumidos por el sector público y privado. Asimismo, coincidió en la necesidad de cumplir los lineamientos de la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad, para cuya implementación se propone, en la indicación 17, un régimen gradual que permite sobrellevar adecuadamente las modificaciones que propone la iniciativa.
 
Puesta en votación la indicación 13, fue aprobada por tres votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Larraín, y una abstención, del Senador señor Allamand.

INDICACIÓN NÚMERO 14 QUE INTRODUCE UN ARTÍCULO NUEVO


La Presidenta de la República presentó la indicación número 14, para agregar al proyecto de ley un artículo 6° nuevo, que modifica la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, referida a la organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social.

Se propone que el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo (que deberá contener, a lo menos, la información de las denuncias de accidentes del trabajo y de enfermedades profesionales, los diagnósticos de enfermedad profesional, los exámenes y las evaluaciones realizadas, las calificaciones de los accidentes y enfermedades, y las actividades de prevención y fiscalización que correspondan, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles) incorpore la información respecto de las personas que sean asignatarias de una pensión de invalidez, que los organismos previsionales y de seguridad social deben remitir mensualmente.

Por otro lado, se faculta a las Subsecretarías del Trabajo y Previsión Social para exigir los datos personales contenidos en el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo
Artículo 6°, nuevo:
Letra a)

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que la indicación apunta a incorporar, en el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, la información relativa a las personas asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, que los organismos previsionales y de seguridad social deberán remitir mensualmente, en la forma que determine la Superintendencia de Seguridad Social, toda vez que se trata del organismo que conoce las calificaciones y apelaciones de declaraciones de invalidez.

 
-Puesta en votación la indicación 14, respecto de la letra a) del artículo 6°, nuevo, que modifica la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395 que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

Letra b)

 
El Senador señor Larraín abogó por cautelar los datos personales contenidos en el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo. Asimismo, consultó respecto de las finalidades que se promueven mediante el uso de dicha información.

 
El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, explicó que, mediante el uso de la información contenida en el referido registro, se pretende realizar los procedimientos conducentes a la calificación de discapacidad o invalidez, particularmente en lo que atañe al ámbito laboral. De ese modo, añadió, es posible certificar adecuadamente el grado de discapacidad que afecta a un trabajador.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que, para acreditar dicha circunstancia, basta con la inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad, de modo tal que no resultaría adecuado que las Subsecretarías del Trabajo y Previsión Social puedan exigir los datos personales contenidos en dicho registro.

 
Habida cuenta de dicha observación, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, propuso establecer que las Subsecretarías del Trabajo y Previsión Social tendrán acceso a los datos personales contenidos en el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo y la información que fuere necesaria sólo para el ejercicio de sus funciones.
 
De ese modo, afirmó que la propuesta permite el acceso a información específica en materia de discapacidad, resguardando adecuadamente el deber de reserva y el régimen de responsabilidad que deriva del manejo de información sensible.

 
-Puesta en votación la indicación 14, respecto de la letra b) del artículo 6°, nuevo, que modifica la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395 que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.
INDICACIÓN NÚMERO 15 QUE INTRODUCE ARTÍCULO TRANSITORIO AL PROYECTO DE LEY

La Presidenta de la República formuló la indicación número 15, para incorporar un artículo primero transitorio que establece la entrada en vigencia de las normas sobre procesos de selección de personal, prefiriendo –en igualdad de condiciones de mérito- a personas con discapacidad, en los órganos de la administración del Estado, en el Congreso Nacional, en el Poder Judicial, en el Ministerio Público, en el Tribunal Constitucional, en el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley; la entrada en vigencia de las normas para las grandes empresas y la entrada en vigencia de las modificaciones a la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social.

La vigencia empezará el 1° de enero del año siguiente a la publicación en el Diario Oficial de los reglamentos y a la dictación de las normas pertinentes.


En sesión de 5 de octubre de 2016, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, propuso establecer una redacción esclarecedora que consigne que la obligación de contratar personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, tanto en grandes empresas como en los órganos de la administración del Estado que resulten obligados en conformidad a los artículos 1° y 3° de la ley, que modifican el artículo 45 de la ley N° 20.422, entrará en vigencia el 1° de enero siguiente a la publicación de los respectivos reglamentos en el Diario Oficial.

 
-Puesta en votación la indicación 15, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.
INDICACIÓN NÚMERO 16 QUE INTRODUCE ARTÍCULO TRANSITORIO AL PROYECTO DE LEY

La Presidenta de la República hizo presente la indicación número 16, para agregar un segundo artículo transitorio que establece el plazo de seis meses, que sigan a la publicación de la ley, para la dictación de los reglamentos y de las normas pertinentes.
 
-Puesta en votación la indicación 16, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.
INDICACIÓN NÚMERO 17 QUE INTRODUCE ARTÍCULO TRANSITORIO AL PROYECTO DE LEY
 
La Presidenta de la República hizo presente la indicación número 17, para agregar un tercer artículo transitorio, vinculado al artículo 5° que deroga el artículo 16 de la ley N°18.600, fijando un calendario para pactar las remuneraciones de las personas con discapacidad mental que alcancen determinados porcentajes del monto total del ingreso mínimo.
 
-Puesta en votación la indicación 17, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.
INDICACIÓN NÚMERO 18 QUE INTRODUCE ARTÍCULO TRANSITORIO AL PROYECTO DE LEY
 
La Presidenta de la República hizo presente la indicación número 18, para agregar un cuarto artículo transitorio que fija un plazo de gracia de seis meses para dar inicio al registro de los contratos vigentes de las personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez.

En sesión de 5 de octubre de 2016, el Senador señor Larraín consultó acerca del plazo en que se implementará el registro ante la Dirección del Trabajo.
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que la obligación de registro de los contratos de trabajo, en los términos que propone la indicación, operará respecto de aquellos instrumentos que se encontraren vigentes, junto con aquellos que se suscriban en lo sucesivo.
 
Asimismo, sostuvo que la Dirección del Trabajo, a propósito de la implementación de la ley N° 20.786, que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe la exigencia de uniformes en lugares públicos, cuenta actualmente con un registro de los contratos que se suscriben, de modo tal que no se requiere un plazo para su creación.

 
-Puesta en votación la indicación 18, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio.
--------
MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado:
ARTÍCULO 1°


Lo ha suprimido.
(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 1 a)).
ARTÍCULO 2°

Lo ha sustituido por el siguiente:
 
“Artículo 1°.- Modifícase la ley N°20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 3° del Título IV por el siguiente:

 
“De la inclusión laboral y de la capacitación”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 4 a)).
 
b) Reemplázase el artículo 45 por el siguiente: 

 
“Artículo 45.- En los procesos de selección de personal, los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, seleccionarán preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 4 a)).
 
En las instituciones a que se refiere el inciso primero, que tengan una dotación anual de 200 o más funcionarios o trabajadores, a lo menos un 1% de la dotación anual deberán ser personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional. Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación que establece esta ley. 

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio. Indicación 4 a)).
 
En el caso de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, la obligación establecida en el inciso segundo considerará sólo a su personal civil.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 4 a)).


El jefe superior o jefatura máxima del órgano, servicio o institución correspondiente deberá adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso segundo. En caso que no sea posible su cumplimiento, las entidades antes señaladas deberá remitir un informe fundado a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicando las razones de su incumplimiento, el cual sólo podrá fundarse en razones relativas a la naturaleza de las actividades que desarrolla, no contar con cupos disponibles en la dotación de personal y la falta de postulantes que cumplan con los requisitos correspondientes.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 4 a), con modificaciones).
 
Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá para los órganos de la Administración del Estado indicados en el inciso primero, los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en este artículo o para justificar su excusa. 
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 4 a), con modificaciones).


En el caso del Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República, el Banco Central, el Tribunal Constitucional, las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, serán sus propios órganos quienes deberán dictar las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este artículo. En estas instituciones cuando la dotación máxima de personal se consulte en la Ley de Presupuestos del Sector Público o en alguna otra norma en particular, se estará a la dotación máxima fijada en ella.”.  

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 4 a)).

 
c) Reemplázase en el artículo 47 la expresión “sin limitación de edad” por “hasta los 26 años de edad”.”.
(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier, y 1 abstención del Senador Larraín. Indicación 4 a)).
ooooooo

-Ha incorporado los siguientes artículos permanentes nuevos:


“Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, por el siguiente:

“Prohíbese todo acto de discriminación arbitraria que se traduzca en exclusiones o restricciones, tales como aquellas basadas en motivos de raza o etnia, situación socioeconómica, idioma, ideología u opinión política, discapacidad, religión o creencia, sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, sexo, orientación sexual, identidad de género, estado civil, edad, filiación, apariencia personal o enfermedad, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín. Indicación 9, con modificaciones).

Artículo 3°.- Modifícase el Título III del Libro I del Código del Trabajo, en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase el epígrafe del Título III por el siguiente: “Del Reglamento Interno y la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

 
b) Intercálase, a continuación del epígrafe antes señalado, un Capítulo I con la siguiente denominación: “Capítulo I Del Reglamento Interno”.

 
c) Intercálase a continuación del artículo 157, el siguiente Capítulo II con la siguiente denominación: “Capítulo II De la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín. Indicación 10).
 
d) Intercálanse los siguientes artículos 157 bis y 157 ter, nuevos, del siguiente tenor:
 
“Artículo 157 bis.- Las grandes empresas, definidas en el artículo 505 bis de este Código, deberán contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores. 

 
Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

 
Sólo por razones fundadas, tales como la naturaleza de las funciones que se desarrollan al interior de la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que haya formulado, el empleador podrá excusarse, por el período de doce meses, de la obligación establecida en el inciso primero de este artículo, para lo cual  deberá remitir un informe fundado a la Dirección del Trabajo, con copia al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicitando las razones de ello. La Dirección del Trabajo deberá pronunciarse acogiendo o rechazando la presentación efectuada por el empleador.
 
El empleador deberá registrar los contratos de trabajo celebrados con personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración a través del sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, quien llevará un registro actualizado de lo anterior, debiendo mantener reserva de dicha información. 
 
La fiscalización de lo dispuesto en este capítulo corresponderá a la Dirección del Trabajo. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en este Capítulo.

Artículo 157 ter.- El empleador podrá alternativamente, y sólo durante los dos primeros años desde que le sea exigible la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, darle cumplimiento ejecutando una o ambas de las siguientes medidas:

a) Celebrar contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.
b) Celebrar convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan ningún tipo de relación o interés directo o indirecto con el empleador, cuyo objeto social sea la capacitación e inserción laboral de personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

Las medidas deberán representar, a lo menos, el doble de la obligación de contratación que el empleador debía cumplir según el inciso primero del artículo anterior y, además, el monto de cada uno de los contratos de adquisición de bienes o servicios o convenios de transferencia que suscriba, no podrá ser inferior a sesenta ingresos mínimos mensuales en el año.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio. Indicaciones 10 y 11, con modificaciones).
  
Artículo 4°.-Los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Desarrollo Social deberán evaluar conjuntamente los resultados de la implementación de la presente ley cada cuatro años, informando de ello a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín. Indicación 12, con modificaciones).
 
Artículo 5°.- Derógase el artículo 16 de la ley N° 18.600.
(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín, y 1 abstención del Senador Allamand. Indicación 13).

 
Artículo 6°.- Modifícase la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, en el siguiente sentido:
 
a) Intercálase el siguiente párrafo tercero, nuevo: 

 
“Asimismo, el Sistema incorporará la información respecto de las personas que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, que los organismos previsionales y de seguridad social deberán remitir mensualmente, en la forma que la Superintendencia determine.”. 

 
b) Agréganse, a continuación del párrafo tercero, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes párrafos nuevos: 

 
“Las Subsecretarías del Trabajo y de Previsión Social tendrán acceso a dicho Sistema y a la información que fuere necesaria sólo para el ejercicio de sus funciones. En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen las Subsecretarías quedará dentro del ámbito de su competencia.
     Dichas Subsecretarías y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Allamand y Larraín. Indicación 14, con modificaciones).
ooooooo


-Ha incorporado los siguientes artículos transitorios:

“ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los artículos 1° y 3° de la presente ley, que modifican la ley N° 20.422 y el Código del Trabajo, en cuanto a la obligación de contratar personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, tanto en la Administración del Estado y entidades públicas como en grandes empresas que resulten obligadas por sus disposiciones, entrarán en vigencia el 1° de enero del año siguiente a la publicación de los respectivos reglamentos en el Diario Oficial.

 
Artículo segundo.- Dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la publicación de la presente ley deberán dictarse los reglamentos referidos en los artículos 1° y 3°, así como las normas necesarias de las instituciones singularizadas en su artículo 1°.

Artículo tercero.- La implementación del artículo 5° de la presente ley, sobre contratos de trabajo de personas con discapacidad mental, se realizará de la siguiente forma:

 
1.- Durante los primeros doce meses de vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, un 50% del monto total del ingreso mínimo.

 
2.- A partir del decimotercer mes y hasta el vigesimocuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, un 75% del monto total del ingreso mínimo.

 
3.- A partir del vigesimoquinto mes posterior a la entrada en vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, el 100% del monto total del ingreso mínimo.

Artículo cuarto.- Para dar cumplimiento a la obligación establecida en el literal d) del artículo 3° de la presente ley, los empleadores deberán registrar en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y durante el plazo de seis meses posteriores a su entrada en vigencia, los contratos de trabajo vigentes de las personas con discapacidad o que sean asignatarios de pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.”.”.
(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio. Indicaciones 15, con modificaciones, 16, 17 y 18).
-------

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones consignadas anteriormente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

 
“Artículo 1°.- Modifícase la ley N°20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 3° del Título IV por el siguiente:

 
“De la inclusión laboral y de la capacitación”.

 
b) Reemplázase el artículo 45 por el siguiente: 
 
 “Artículo 45.- En los procesos de selección de personal, los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, seleccionarán preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.

 
En las instituciones a que se refiere el inciso anterior, que tengan una dotación anual de 200 o más funcionarios o trabajadores, a lo menos un 1% de la dotación anual deberán ser personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional. Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación que establece esta ley. 

 
En el caso de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, la obligación establecida en el inciso anterior considerará sólo a su personal civil.

El jefe superior o jefatura máxima del órgano, servicio o institución correspondiente deberá adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso segundo. En caso que no sea posible su cumplimiento, las entidades antes señaladas deberán remitir un informe fundado a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicando las razones de su incumplimiento, el cual sólo podrá fundarse en razones relativas a la naturaleza de las actividades que desarrolla, no contar con cupos disponibles en la dotación de personal y la falta de postulantes que cumplan con los requisitos correspondientes.
 
Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá para los órganos de la Administración del Estado indicados en el inciso primero, los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en este artículo o para justificar su excusa. 
 
En el caso del Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República, el Banco Central, el Tribunal Constitucional, las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, serán sus propios órganos quienes deberán dictar las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este artículo. En estas instituciones cuando la dotación máxima de personal se consulte en la Ley de Presupuestos del Sector Público o en alguna otra norma en particular, se estará a la dotación máxima fijada en ella.”.

c) Reemplázase en el artículo 47 la expresión “sin limitación de edad” por “hasta los 26 años de edad”.
Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, por el siguiente:
 
“Prohíbese todo acto de discriminación arbitraria que se traduzca en exclusiones o restricciones, tales como aquellas basadas en motivos de raza o etnia, situación socioeconómica, idioma, ideología u opinión política, discapacidad, religión o creencia, sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, sexo, orientación sexual, identidad de género, estado civil, edad, filiación, apariencia personal o enfermedad, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.”.

 
Artículo 3°.- Modifícase el Título III del Libro I del Código del Trabajo, en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase el epígrafe del Título III por el siguiente: “Del Reglamento Interno y la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

 
b) Intercálase, a continuación del epígrafe antes señalado, un Capítulo I con la siguiente denominación: “Capítulo I Del Reglamento Interno”.

 
c) Intercálase a continuación del artículo 157, el siguiente Capítulo II con la siguiente denominación: “Capítulo II De la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

 
d) Intercálanse los siguientes artículos 157 bis y 157 ter, nuevos, del siguiente tenor:

 
“Artículo 157 bis.- Las grandes empresas, definidas en el artículo 505 bis de este Código, deberán contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores. 

 
Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

 
Sólo por razones fundadas, tales como la naturaleza de las funciones que se desarrollan al interior de la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que haya formulado, el empleador podrá excusarse, por el período de doce meses, de la obligación establecida en el inciso primero de este artículo, para lo cual  deberá remitir un informe fundado a la Dirección del Trabajo, con copia al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicitando las razones de ello. La Dirección del Trabajo deberá pronunciarse acogiendo o rechazando la presentación efectuada por el empleador.
 
El empleador deberá registrar los contratos de trabajo celebrados con personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración a través del sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, quien llevará un registro actualizado de lo anterior, debiendo mantener reserva de dicha información. 
 
La fiscalización de lo dispuesto en este capítulo corresponderá a la Dirección del Trabajo. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en este Capítulo.
Artículo 157 ter.- El empleador podrá alternativamente, y sólo durante los dos primeros años desde que le sea exigible la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, darle cumplimiento ejecutando una o ambas de las siguientes medidas:
a) Celebrar contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.
b) Celebrar convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan ningún tipo de relación o interés directo o indirecto con el empleador, cuyo objeto social sea la capacitación e inserción laboral de personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.
Las medidas deberán representar, a lo menos, el doble de la obligación de contratación que el empleador debía cumplir según el inciso primero del artículo anterior y, además, el monto de cada uno de los contratos de adquisición de bienes o servicios o convenios de transferencia que suscriba, no podrá ser inferior a sesenta ingresos mínimos mensuales en el año.”.
  
Artículo 4°.- Los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Desarrollo Social deberán evaluar conjuntamente los resultados de la implementación de la presente ley cada cuatro años, informando de ello a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados.
Artículo 5°.- Derógase el artículo 16 de la ley N° 18.600.
Artículo 6°.- Modifícase la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, en el siguiente sentido:
 
a) Intercálase el siguiente párrafo tercero, nuevo: 

 
“Asimismo, el Sistema incorporará la información respecto de las personas que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, que los organismos previsionales y de seguridad social deberán remitir mensualmente, en la forma que la Superintendencia determine.”. 

 
b) Agréganse, a continuación del párrafo tercero, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes párrafos nuevos: 

 
“Las Subsecretarías del Trabajo y de Previsión Social tendrán acceso a dicho Sistema y a la información que fuere necesaria sólo para el ejercicio de sus funciones. En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen las Subsecretarías quedará dentro del ámbito de su competencia.
Dichas Subsecretarías y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los artículos 1° y 3° de la presente ley, que modifican la ley N° 20.422 y el Código del Trabajo, en cuanto a la obligación de contratar personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, tanto en la Administración del Estado y entidades públicas como en grandes empresas que resulten obligadas por sus disposiciones, entrarán en vigencia el 1° de enero del año siguiente a la publicación de los respectivos reglamentos en el Diario Oficial.

 
Artículo segundo.- Dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la publicación de la presente ley deberán dictarse los reglamentos referidos en los artículos 1° y 3°, así como las normas necesarias de las instituciones singularizadas en su artículo 1°.

Artículo tercero.- La implementación del artículo 5° de la presente ley, sobre contratos de trabajo de personas con discapacidad mental, se realizará de la siguiente forma:

 
1.- Durante los primeros doce meses de vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, un 50% del monto total del ingreso mínimo.

 
2.- A partir del decimotercer mes y hasta el vigesimocuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, un 75% del monto total del ingreso mínimo.

 
3.- A partir del vigesimoquinto mes posterior a la entrada en vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, el 100% del monto total del ingreso mínimo.

Artículo cuarto.- Para dar cumplimiento a la obligación establecida en el literal d) del artículo 3° de la presente ley, los empleadores deberán registrar en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y durante el plazo de seis meses posteriores a su entrada en vigencia, los contratos de trabajo vigentes de las personas con discapacidad o que sean asignatarios de pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.”.
-------

Acordado en sesión celebrada el 10 de junio de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y del Senador señor Andrés Allamand Zavala; en sesión de 11 de mayo de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 6 de julio de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 3 de agosto de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 10 de agosto de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 17 de agosto de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández; en sesión de 31 de agosto de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 28 de septiembre de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández y en sesión de 5 de octubre de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (en reemplazo de la Senadora señora Goic).

Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2016.
PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR

Secretaria de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

_____________________________________________________________

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE INCENTIVA LA INCLUSIÓN DE DISCAPACITADOS AL MUNDO LABORAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.422, PARA ESTABLECER LA RESERVA LEGAL DE EMPLEOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(Boletines nºs 7.025-31 y 7.855-13, refundidos)
I.PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 



-Establecer la obligación –en los procesos de selección de personal- para los órganos de la Administración del Estado, para el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales de seleccionar preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.


-En las instituciones antes mencionadas, que tengan una dotación anual de 200 o más funcionarios o trabajadores, a lo menos el 1% de dicha dotación deberán ser personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.



-En las grandes empresas se deberá contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

II. ACUERDOS: 

-Indicación 1 a). Aprobada. Unanimidad 3X0, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín.
-Indicaciones 1, 2, 3 y 4. Rechazadas 3X0, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín.

-Indicación 4 a). Letra a), aprobada. Unanimidad 3X0, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín.


                    Letra b), aprobada. Incisos primero, tercero y sexto del artículo 45 propuesto por unanimidad 4X0, Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Inciso segundo del artículo 45 por unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio. Incisos cuarto y quinto del artículo 45 por unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier.

                   Letra c), aprobada por mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y 1 abstención, Senador Larraín.
-Indicaciones 5, 6, 7 y 8. Rechazadas 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier.
-Indicación 9. Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín.
-Indicación 10. Letras a), b) y c) aprobadas por unanimidad 4X0, Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín. Letra d) aprobada por unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio.
-Indicación 11. Aprobada. Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio.

-Indicación 12. Aprobada. Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín.
-Indicación 13. Aprobada por mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín y 1 abstención del Senador Allamand.
-Indicación 14. Aprobada. Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Allamand y Larraín.
-Indicación 15. Aprobada. Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio.

-Indicación 16. Aprobada. Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio.

-Indicación 17. Aprobada. Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio.

-Indicación 18. Aprobada. Unanimidad 3X0, Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Walker, don Patricio.

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de seis artículos permanentes y cuatro artículos transitorios.
IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:

El artículo 45 de la ley N° 20.422, que se reemplaza por la letra b) del artículo 1° del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional al consagrar cupos de trabajo preferentes para las personas con discapacidad y establecer un modo diferente de ingreso a los órganos de la Administración del Estado, al Congreso Nacional, al Poder Judicial, al Ministerio Público, al Tribunal Constitucional, al Servicio Electoral y a la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, en vinculación con los artículos 38, 55, 77, 84, 92, 94 bis y 95 de la Carta Fundamental. Requiere para su aprobación del voto conforme de los 4/7 de los Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.

Por su parte, el párrafo sexto que se agrega a la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, por el artículo 6° del proyecto de ley tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley Fundamental, al establecer la obligación de reserva y secreto de la información a que accedan las Subsecretarías del Trabajo y de Previsión Social y su personal. Requiere el voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, al tenor de lo consignado en el inciso tercero del artículo 66 anteriormente mencionado. 

V.
URGENCIA: “suma”.
VI.
ORIGEN INICIATIVA: Cámara de Diputados. Moción de las Diputadas Andrea Molina Oliva, Claudia Nogueira Fernández y Marisol Turres Figueroa y de la ex Diputada Mónica Zalaquett Said, de los Diputados Gustavo Hasbún Selume, Patricio Melero Abaroa, Jorge Sabag Villalobos, Felipe Ward Edwards, y de los ex Diputados Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Gonzalo Uriarte Herrera (Boletín N° 7.025-13), y en Moción de la Diputada Andrea Molina y de las ex Diputadas María Angélica Cristi Marfil, María Antonieta Saa Díaz y Mónica Zalaquett Said, de los Diputados, Fuad Chahin Valenzuela, Fidel Espinoza Sandoval, Carlos Abel Jarpa Wevar, Jorge Sabag Villalobos y Víctor Torres Jeldes y del ex Diputado Enrique Accorsi Opazo (Boletín N° 7.855-13)
VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: unánime (58 votos a favor).

IX.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 11 de septiembre de 2012.

X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe.

XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 1.- la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades en inclusión social de personas con discapacidad, de 10 de febrero de 2010. 2.- El Estatuto Administrativo. 3.- El Código del Trabajo. 4.- El artículo 16 de la ley N° 18.600, sobre deficientes mentales. 5.- El artículo 2° de la ley N° 16.395, sobre organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social.
_____________________________________________________________





Valparaíso, 7 de octubre de 2016.

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR

Secretaria de la Comisión

-------

